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La presente investigación tiene como objetivo principal analizar los fundamentos 
jurídicos y facticos que permitan tener un mejor análisis en la correcta aplicación de la prisión 
preventiva y de la presunción de inocencia, siendo que estos dos preceptos jurídicos van a 
colisionar, por cuanto no se puede llegar a poner de acuerdo en cuanto a su normatividad, ya 
que uno es una medida excepcional y la otra un derecho inherente a la persona, ello se ve en 
nuestra constitución y en los pactos internacionales, a los cuales el Perú se encuentra suscrito 
y donde  se podrá observar en la etapa de la investigación preparatoria y como debe de cumplir 
su función el juez y los fiscales, ya que ellos son quienes la solicitan al juzgado que lo tiene a 
cargado. Por eso mismo tenemos que tener en claro si siempre se aplicará la prisión preventiva 
u otra medida coercitiva que ayude en pro de conseguir un mejor resultado en el proceso.  
Analizaremos también como el delito de corrupción de funcionarios de relevancia 
social hoy en día, llegue a tener un mejor cauce dentro de la etapa de investigación y no se 
aplique de manera arbitraria, teniendo en cuenta sus derechos y la posibilidad innata de no 
entrar en un mal, en cuanto a perder su libertad y así puedan conseguir que no se vulneren sus 
derechos en cuanto al mal desempeño de los jueces. Esta investigación se ha cimentado bajo 
las normas constitucionales y legales pertinentes de nuestra legislación nacional, propuesta 
dada en esta investigación. La investigación tiene un diseño no experimental de tipo 
descriptivo y se ha tomado como población a los operadores del derecho entre jueces, fiscales 
y abogados usando la entrevista como instrumento de recolección de datos. 
 













The main objective of this research is to analyze the legal and factual foundations that 
allow for a better analysis of the correct application of pretrial detention and the presumption 
of innocence, since these two legal precepts will collide, as it can not be reached to agree on 
its regulations, since one is an exceptional measure and the other an inherent right to the 
person, this is seen in our constitution and in the international agreements, to which Peru is 
subscribed and where You can observe at the stage of the preparatory investigation and how 
the judge and the prosecutors should fulfill their function, since they are the ones who request 
it from the court that has it loaded. For this reason, we must be clear about whether preventive 
custody or other coercive measures will always be applied in order to achieve a better outcome 
in the process. 
We will also analyze how the crime of corruption of officials of social relevance today, 
has a better channel within the investigation stage and is not applied arbitrarily, taking into 
account their rights and the innate possibility of not entering into a bad, in terms of losing 
their freedom and so they can ensure that their rights are not violated in terms of poor 
performance of judges. This investigation has been based on the relevant constitutional and 
legal norms of our national legislation, a proposal given in this investigation. The research has 
a non-experimental design of descriptive type and has been taken as a population to the 
operators of law among judges, prosecutors and lawyers using the interview as an instrument 
of data collection. 
 





A lo largo de los años hemos visto cómo la prisión preventiva es un tema de mucha 
relevancia social y jurídica, dentro de las legislaciones de todos los países, todo ello con sus 
presupuestos y sus directrices. Podemos ver en nuestra sociedad, el cual es el tema de mi tesis 
como se ha violentado o violado tal figura jurídica, teniendo como principales actores al 
ministerio público y a los jueces, los cuales, estos últimos cumple la función de emitir tal 
requerimiento dado por el fiscal. Es así como vemos que se da la figura de la prisión preventiva 
en grandes escalas, a varios delitos y en especial el de mi tema, delitos de corrupción de 
funcionarios, todo ello sin impartir la correcta aplicación de los elementos constitutivos de la 
prisión preventiva. 
La sociedad hoy en día y los medios de difusión, tienen cierta influencia en los fallos 
que emiten los jueces, pues la presión mediática que ellos imparten hacen que no se cumplan 
correctamente los presupuestos de la prisión preventiva y ello hace que se vulnere un derecho 
fundamental, como lo es el derecho de presunción de inocencia (el cual refiere la posibilidad 
de todos ser humano de no ser inculpado hasta que no recaiga sobre él sentencia). Es así como 
los medios de comunicación han optado por ejercer abruptamente su función dentro de las 
decisiones de los magistrados, en cuanto a sus decisiones a la hora de plantear dicha figura 
jurídica y así atentar contra el derecho a la libertad, que es un derecho innato al ser humano. 
Por esta razón el juez pierde toda clase de revestimiento en la facultad de decidir a la 
hora de plantear la prisión preventiva, toda vez que las personas consideran que al 
determinarse la prisión preventiva ya se le está declarado culpable del delito a que se le ha 
sido imputado 
Para Juan Carlos Eguren, presidente de la comisión de Justicia y Derechos Humanos 
del Congreso; propuso el 1 de marzo del 2019 la ley que prohíbe la suspensión de ejecución 
de la pena para los delitos de corrupción, cometidos por funcionarios y servidores públicos; 
con ello el congresista señala:  
En decenios anteriores en el Perú, el 95% de los procesados por actos delictivos de corrupción 
no contaron con prisión efectiva, en tanto siempre contaron con prisión preventiva, lo cual 
actualmente se está revirtiendo.   
 Con ello se puede observar en este análisis del diario el Correo, en el Perú se ha 
manejado la prisión preventiva, sin ver otras medidas coercitivas, las cuales son también 
materia de imposición por parte de los magistrados, tal es así que la medida abrupta y abusiva 
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de ellos que no han tenido otro remedio que flaquear ante la presión de la sociedad y así 
plantear medidas  que van en cierta medida en contra el derecho a la presunción de inocencia 
del sujeto, lacerando su derecho a vivir libremente.  
 Tenemos también la norma jurídica del delito de corrupción de funcionarios, la cual 
viene teniendo una gran relevancia política, social y jurídica en nuestra legislación, así vemos 
que existe gran cantidad de actos delictivos en donde la figura de corrupción de funcionarios, 
atenta la normatividad político-judicial de nuestra sociedad, en ello podemos ver como ex 
presidentes, ex congresistas, funcionarios públicos han cometido ilícitos penales. Mi tesis 
postula que ellos no pueden estar exentos de responsabilidad penal, deben de cumplir la 
sanción que se le impone, siempre y cuando existan las pruebas correspondientes para que 
puedan tener la responsabilidad penal, por tal motivo no se deben vulnerar sus derechos 
constitucionales, ya que son inherentes a toda persona natural, que es el derecho a la libertad.  
 Por consiguiente, el estudio analizado de la investigación, los antecedentes que se 
efectuaron con la prioridad correspondida, es decir, que se tenga concordancia con la categoría 
del estudio, su problemática y objetivos, por lo cual se desarrollaran los siguientes 
antecedentes. 
 Kostenwein, (2015) menciona: “La cuestión cautelar. El uso de la prisión preventiva 
en la provincia de Buenos Aires a partir de la ley 11.922 (1998-2013)”, para ello se desarrolló 
de manera equitativa dar la característica de la inocencia a la persona, donde es culpado de un 
delito, lo cual, se le tiene que declarar inocente hasta que perdure la investigación del proceso 
penal, sin afectar el campo que se consiga encontrar dicho proceso, el elemento principal que 
se da.  
 Para ello, se busca dar una eficacia jurídica al inocente, al inculpado del hecho ilícito 
en hasta que dure la investigación del proceso, hallándose responsable o no del hecho ilícito. 
Donde la doctrina argentina, toma a la presunción de inocencia, una disposición política, 
donde garantiza la libertad del inculpado, ante el interés estatal en la detención penal. Dándose 
aquí, el principio de inocencia prevaleciendo sobre la garantía cautelar de la prisión 
preventiva. 
 Fernández, (2017) en su tesis titula: “La prisión preventiva y su vulneración al derecho 
a la presunción de inocencia de los procesados por el delito de tráfico ilícito de drogas en el 
establecimiento penitenciario de Huánuco, 2015”, para ello se da la vulneración de la prisión 
preventiva, puesto que a la presunción de inocencia que se da en el penitenciario de Huánuco 
que son procesados por la infracción del tráfico ilícito  de drogas, dándose así la sentencia 
absolutoria y a la vez conocer cuántos de los procesados la obtuvieron. 
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 Delgado, (2017) en su tesis cuyo título es “criterios para fijar el plazo razonable en el 
mandato de prisión preventiva en el distrito judicial de Lambayeque durante el periodo 2014-
2016 en la provincia de Chiclayo” señala de manera contundente como es que los Autoridades 
de la corte superior de justicia del distrito judicial de Lambayeque, puesto que, se viene 
viciando como instrumento de injusticia a la prisión preventiva aplicando una mala praxis en 
la detención injustificada, condenando a diversos individuos a estar encerrados días, meses y 
hasta años en un instituto reclusorio, encarcelados, olvidándose los magistrados que la prisión 
preventiva es una excepción y no una regla, que es impuesta al plantearse  alguna medida de 
coerción procesal; en muchas ocasiones revocadas por el Tribunal Constitucional. 
En la actualidad, estamos viviendo en un estado de Derecho, en donde nos lineamos 
por diversas normas y leyes, las cuales tienes como cimiento al respeto de la persona humana 
y a los derechos fundamentales y constitucionales que le son inherentes. Sin embargo, existen 
situaciones que ponen en vemos que existen restricciones a uno de nuestros derechos 
primordiales (el derecho a estar libre), y en donde es también abalada por las normas jurídicas, 
es así como se plantea la prisión preventiva, medida coercitiva que pone en jaque la libertad 
de la persona, esta aplicación se da por el pedido del fiscal y el pronunciamiento del juez de 
acuerdo a un proceso judicial, que cumple con el principio del debido proceso. Es una medida 
cautelar que da inicio al proceso, por ello los jueces que aprueban esta medida deben cumplir 
con determinados presupuestos materiales. Estos presupuestos materiales se encuentran en 
nuestra norma jurídica las cuales establecen 3 presupuestos materiales, y 2 adicionales que se 
establece mediante precedente vinculante. 
En el Perú, en la Legislación Peruana, la prisión preventiva se denomina “detención 
judicial”, o “mal necesario”, es una disposición restrictiva o cautelar en el proceso penal, en 
la que consiste en el aseguramiento de la persona imputada de un delito penal, y en la que el 
imputado no haga un mal uso de su libertad. Pero dicha medida coercitiva en cierta disposición 
transgrede el derecho de la libertad del inculpado, mientras dure el proceso o cuando se dé 
otra medida o cese dicha privación. (Pablo, 2005). 
En opinión, considero a la prisión preventiva como una medida limitativa de derechos, 
en la que su fin principal es el aseguramiento del imputado, mas no es una pena o sanción, 
sino una medida excepcionalísima, extrema que se dicta en el transcurso dude un proceso.  
Para Cesar San Martin Castro, en la entrevista que dio para “Lo que Ud. debe saber sobre el 
Nuevo Código Procesal Penal señala lo sucesivo: “un preso preventivo, siempre es un 
presunto inocente y se le debe tratar como tal”. Aquí se tiene que ver y tener en claro que la 
prisión preventiva no es una pena que el legislador impone a la persona causante de un delito, 
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sino es para que su presencia en el proceso sede y así se pueda tener un mejor panorama del 
mismo; pero ello también se tiene que saber y dejar en claro que el imputado es exculpado 
hasta que se demuestre lo contrario y que las pruebas sean claras y contundentes, así, mediante 
sentencia firma y consentida se le pueda declarar como autor del delito al cual se le imputa. 
 En nuestra coyuntura actual tenemos que la aplicación de la prisión preventiva es 
desproporcionada y claramente violentada por los magistrados, los cuales no actúan 
correctamente, ni aplican los presupuestos cabalmente, todo por la presión que se suscita hoy 
en día y en donde los medios de comunicación a su entender dan una opinión apresurada de 
un proceso mediático, afectando un derecho constitucional, el derecho a la presunción de 
inocencia y en donde ponen en jaque la libertad (bien preciado de la persona) del individuo, 
todo por dar una apresurada decisión en cuanto al proceso materia de investigación. 
 Señalar que existan razonados y peligrosos elementos de convicción, lo cual va a 
permitir que el legislador, tenga un mejor conocimiento del tema y un panorama que le ayude 
a llegar a una mejor conclusión, pero tenemos que tener en cuenta que, nunca la sola gravedad 
de un hecho da lugar a la prisión preventiva, sino que deben de existir riesgos concretos y 
contundentes, los cuales sirvan de base para la investigación y para llegar a aplicar la prisión 
hacia una persona imputada a un delito. Condición sine qua non, para meter presa 
preventivamente a una persona. 
 El aseguramiento del inculpado en el proceso tiene su base central, principal, en el 
peligro de fuga y obstaculización, donde ambas tienen su accionar en el que el imputado haga 
mal uso de su libertad, poniendo el duda el correcto desempeño del proceso, esto con las 
circunstancias que se plantea ante el suscitar de este mismo o de un tercero que realiza por 
cuenta propia o a nombre del imputado, para que se pueda entorpecer o fugar, teniendo como 
análisis claro, el arraigo de dicho imputado, es por ello que se tiene que ver detalladamente 
dichos hipótesis. 
 La peculiaridad primordial de las medidas cautelares es su instrumentalidad, porque 
no tiene un fin en sí misma; sino que está vinculada al origen principal. El conjunto de medidas 
de coerción existe en función al proceso penal. 
Ahora bien, para entrar a explicar la duración de la prisión preventiva, tenemos que analizar 
dos grandes principios de naturaleza constitucional que se utiliza en la institución de la 
investigación preparatoria. Ellos son: 
El principio de Intervención Indiciaria; la cual explica que, para restringir un derecho 
fundamental, se va a tener que requerir que existan determinados elementos de convicción, 
ello para que justifiquen el porqué de esa restricción. Otro principio es el de Proporcionalidad; 
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el cual explica que se puede dictar en cuanto la ley lo regule, y donde nadie puede inventar 
causales, motivos, que no estén previstos en la ley. También se puede ver la Justificación 
Teológica; que se emplea en cumplir con la necesidad de un proceso y que esta se desenvuelva 
en el mejor de los casos y valorando la libertad de la persona, la cual está sumida en un 
proceso.  
El imputado tiene derecho de solicitar al Juez la suspensión de la prisión preventiva, 
si las causas que originaron la misma han desaparecido, o requerir el cambio por otra medida 
menos intensa que se da para la comparecencia las veces que lo considere pertinente, si los 
presupuestos anteriores han disminuido. 
Otro punto a tallar, es el tema de la Presunción de Inocencia, en el que se reconoce que 
el Código Procesal Penal, contiene de manera específica en su Título Preliminar alguno de los 
principios procesales más importantes para la realización de la acción penal; en tanto 
menciona el principio de legalidad, imparcialidad, proporcionalidad, oportunidad, presunción 
de inocencia y entre otros; los cuales  “sirven para describir y sustentar la esencia del proceso, 
y además para poner de manifiesto el sistema procesal (…) se expresa en una determinada 
inclinación; sabiendo ello, se debe de saber que, aplicarla requiere de una interpretación 
reflexiva que trascienda su sentido literal o histórico cada vez que se utilice, privilegiándose 
los valores vigentes de la sociedad al momento de su aplicación” (PONTIFICIA 
UNIVERSIDAD CÁTOLICA DEL PERÚ, pág. 183).  
En tal sentido, para efectos de llevar a cabo una investigación se aborda 
minuciosamente uno de estos principios procesales, el cual, vale decir, es considerado además 
como un derecho, incluso como una garantía de la administración de justicia o de la función 
jurisdiccional, el cual permite que se desarrolle un debido proceso penal; nos referimos pues 
al Principio de Inocencia, el cual rige en nuestra carta magna en su artículo 2, inc. 24, letra e) 
“Toda persona tiene derecho: (…) a la libertad y seguridad personales. En consecuencia, toda 
persona es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su 
responsabilidad”. Esto significa que cada persona se debe conducir en la vida en calidad de 
inocente, a salvo de todo el Ius Puniendi que ostenta el Estado, el cual sólo actuaría dicha 
facultad sancionadora cuando se pruebe y declare conforme a ley la responsabilidad penal; 
esto con el objetivo de lograr cada vez en mayor medida, un perfeccionamiento del debido 
proceso penal, con menos errores al condenar, con mayor eficacia al momento de purgar a la 
sociedad de todo infractor. (Vega Billán, 2003) 
Así mismo, es entendido este principio como “un poderoso baluarte de la libertad 
individual para poner freno a los atropellos a ella y proveer a la necesidad de seguridad 
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Jurídica” (Clariá Olmedo, 1996); en teoría pues, toda persona que sea inculpada de la comisión 
de un ilícito se debe ser considerada y tratada como inocente, siempre que no se haya 
demostrado lo contrario aún, ni se haya declarado responsable penalmente mediante dictamen 
firme y apropiadamente causada, para lo cual es necesario contar con bastante diligencia 
probadora de cargo, lograda y procedida de forma legítima, siempre respetando el principio 
de in dubio pro reo. 
En esa misma línea de razonamiento es de reconocer que, la máxima sanción que el 
Estado posee a la actualidad es la pena privativa de libertad, la cual está orientada lesionar 
uno de los derechos fundamentales más representativos del ser humano; dicho esto, para que 
el Estado, actúe en facultad de todo su Ius Puniendi contra un individuo, afectándole su 
libertad a manera de sanción, debe estar totalmente seguro de que dicho individuo es 
responsable penalmente, para lo cual se ha dispuesto el Debido proceso Penal; ya que, de no 
ser así, no se tendría certeza de la decisión tomada, por ende estaríamos frente a un sinfín de 
injusticias.  
Esto sería imperdonable, puesto que en un Estado en el cual prima la obediencia de los 
derechos fundamentales, y en donde la dignidad es pilar fundamental para reconocer la esencia 
de la persona, sería totalmente reprochable que se conciba una sociedad que devenga en 
desatinos de tal magnitud. 
De igual forma, se entiende que solo puede investigarse y procesarse por cargos 
individualizados en la norma penal, además no cabe acusación implícita, tácita, ni que 
devenga en términos indeterminados o incomprensibles, sino que debe ser formulada 
claramente en la que pueda individualizarse todos los elementos fácticos necesarios. 
Ante ello, se han instaurado una serie de condiciones adicionales que deben cumplirse 
de manera indiscutible al momento de desarrollar cada etapa del proceso penal, con la 
finalidad de aclarar o demostrar si es que realmente dicha persona investigada es o no 
culpable, puesto que  si bien es cierto, con el principio de presunción de inocencia, se le 
atribuye a todo ciudadano un “estado jurídico que exige el trato de inocente [sin embargo] 
(…) esta etapa jurídico no es absoluto, sino es un estado iuris tantum. Es decir que admite 
prueba en contrario, ya que se trata de una garantía relativa que acepta una mínima actividad 
probatoria” (Cáceres Julca, 2009); esto de la mano con la existencia de la verdad material y la 
certeza de resolución. 
Por otro lado, el principio de inocencia también puede llegar a ser vulnerado con la 
aplicación de siluetas punitivas que repriman comportamiento inocentes (que no solo causan 
daño ni aparejan peligro a ningún bien jurídico) solo porque ellos permiten presumir el 
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cometido (no probada) de un delito, o su futura comisión (delito sospecha), o que pongan 
tácita o explícitamente en cabeza del delatado la carga de probar su inocencia. (Cáceres Julca, 
2009) 
Para establecer pues, la responsabilidad penal del imputado, “la sentencia firme debe 
no sólo expresar claramente las terminaciones conseguidas, sino que también los elementos 
de prueba que conducen a las mismas, los criterios de valoración que se tuvieron en cuenta y 
el iter mental que ha llevado a entender comprobados la actividad fáctica constitutiva del 
delito, a fin de que puedan procesar la lógica y coherencia del proceso penal”. (Cáceres Julca, 
2009) 
Siguiendo con el tema, vemos que el delito de corrupción de funcionarios, no es de 
sorprendernos en la actualidad, este deforme de la corrupción está fuertemente arraigado a la 
realidad nacional socio-política. Sin embargo, este mal indudablemente asecha desde la 
existencia de la humanidad misma; de tal forma se entiende que sus inicios se dan 
precisamente a condiciones sociológicas y conductuales proclives a aparecer cuando se está 
frente a una situación de vinculación entre el hombre y el poder. (Reátegui Sánchez , 2008) 
En tal sentido, Klaveren citado por Perez, define la corrupción como “una escenario para 
lograr entradas ilícitas utilizando sus cargos públicos”  (Pérez Azahuanche, 2019). Así mismo, 
es de reconocer que la corrupción puede estar presente en los distintos ámbitos del desarrollo 
social, en tanto que a varios puntos de vista se le puede asignar al tema de corrupción, entre 
ellos reconocemos la corrupción administrativa, educativa, social, de salud y de 
comunicaciones etc.  
No obstante, para efectos de desarrollar la presente investigación, obviamente 
enmarcaremos el estudio frente a los delitos de corrupción, teniendo en cuenta que estos no 
solo son un mal político-social, sino también que devienen en una serie de perjuicios en la 
dimensión económica a nivel nacional y mundial. Esto, sin lugar a dudas, nos atañe a todos 
como sociedad, puesto que en miras de un desarrollo social íntegro y en aras de garantizar 
actos de la administración pública conforme a ley, se sancionan a los clanes que tiene su 
poderío y lo utilizan para la impunidad que se les da legítimamente, bajo una conducta inmoral 
buscan sacar provecho para sí o terceros. 
Esto se da en las faenas de los funcionarios y servidores de este nivel que consisten 
fundamentalmente en elaborar las providencias tomadas por los altos funcionarios. En cuanto 
a la corrupción institucionalizada se identifica por su ambiente oculto o disimulada y forma 
parte de la estructura institucional.” (Reátegui Sánchez , 2008) 
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Por otro lado, la corrupción Administrativa, es concebida como “la transmisión vedada 
de los recursos del Estado (bienes y/o servicios) a un tercero beneficiado ilegítimamente”. 
(Pérez Azahuanche, 2019, pág. 27) 
Además, es de destacar que el impacto social que recibe este delito o conjunto de 
delitos denominado bajo el termino coloquial de “Corrupción de funcionarios” tiene su 
sustrato fáctico, en “la acción mercantil de la Administración y, diariamente, en la facultad 
del control y aplicación de caudales públicos a cargos políticos (corrupción política) o 
funcionariales (corrupción funcionarial)” (Carbajo Cascon, 2000, pág. 55) 
Ya en términos simples, en sus inicios la corrupción se daba cuando se entrega el poder 
a los funcionarios o servidores públicos para que estos lo administrado de acuerdo con los 
intereses generales y este no los utilizado correctamente, defraudando la confianza de los 
mandantes y descarriando su actividad al beneficio de un particular. 
Se puede realizar una distinción entre corruptela en los entes públicos y corruptela en 
los entes privados, siendo posible que una se deriva a la otra. La corrupción o el soborno en 
el sector privado, ha aparecido con la época de la industrialización y con el crecimiento 
económico, debido a que el mundo se ha vuelto más globalizado, donde las ciencias y la 
tecnología evolucionan cada vez más rápido y el hombre no hace otra cosa más que aprovechar 
los conocimientos y recursos que están a su alcance para la satisfacción de las necesidades de 
uno y enriquecer su patrimonio. (Pérez Azahuanche, 2019) 
 En nuestro Código Penal, se ubica en el Titulo XVII, señalado en el artículo 361° al 
426° las modalidades del Delito de Corrupción de Funcionarios. 
Otra manera, es que los que cometen o dan servicio al estado, es para la actuación del puesto 
que se asigna a la administración pública o es consentido a votación popular, ya sea en ámbito 
nacional, regional o municipal. 
Para ello, señalare dicha subdivisión de la siguiente manera: En primer lugar, esta 
delegado al ejercicio sobre el cargo de los funcionarios, o los niveles y ámbitos del gobierno; 
ya sea por negativa, arbitrariedad de autoridad, retraso de los actos funcionales, renuncia del 
cargo. 
En segundo lugar, guarda analogía sobre el análisis de dicha investigación que estoy 
desarrollando que es sobre los delitos de corrupción de funcionarios, actuando de manera 
dolosa o culposa en los delitos de cobro indebido, peculado de uso, defraudación, demora 
injustificada de pago, entre otros. 
Finalizando con dicha figura, también se encuentra otras figuras delictivas que se da 
en la corrupción de funcionarios, señalados en la norma. 
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De esta manera, el problema de investigación el cual centro mi estudio, es analizado 
por la siguiente interrogante: ¿qué perjuicios ocasiona la presión mediática al valorar el 
principio de presunción de inocencia al momento que el juez dicte la prisión preventiva en el 
delito de corrupción de funcionarios? 
El estudio de justificación teórica de la investigación realizada, se basa en el análisis, 
de comprobar la existencia de una impropia aplicación de la prisión preventiva a consecuencia 
de la presión mediática y su daño frente al derecho del imputado, el cual es vulnerado y no 
protegido por la comunidad, sabiendo que por los casos que se exponen hoy en día en nuestra 
sociedad frente a la figura de la prisión preventiva y su aplicación desmedida, ya sea para toda 
clase de delitos, sean graves o no, y con mayor ímpetu o poderío, en los delitos de corrupción 
de funcionarios, aquí pretendo expresar la idea de que para estos delitos, la presión mediática 
juega un papel fundamental en las decisiones de los órganos de justicia, pues son ellos los que 
dictan la prisión preventiva, muchas veces sin estar sujeto a los requisitos del artículo 268 del 
nuevo código procesal penal, sino que optan solo por tomar uno de ellos y que es suficiente 
para dictar prisión preventiva, ya sea para no quedar mal ante la sociedad y que su cargo no 
esté sujeto a una observación de parte de los superiores y ante ello su destitución como 
magistrados, todo por no tener una decisión que sea la cual muchas veces la sociedad pide. 
En cuanto al estudio de la justificación metodológica, dicha investigación busca mejorar el 
método de estudio, implementando el conocimiento sobre el tema de la inadecuada aplicación 
de la prisión preventiva a consecuencia de la presión mediática, sabiendo que para ello, deben 
los mismos abogados o personas de derecho explicar y no caer en los actos perjudiciales de 
los medios de comunicación o presión mediática, pues son ellos quienes conocen mejor el 
tema, tanto sustantivo, adjetivo, doctrinario, jurisprudencial, de las normas, para la presunción 
de inocencia, corrupción de funcionarios y principalmente prisión preventiva, tema muy 
expuesto y de suma importancia hoy en día en nuestra sociedad, por los continuos casos que 
se dan por los delitos de corrupción de funcionarios, entonces se tiene que tener un mejor 
análisis de la misma, a toda la comunidad.
 
Finalmente la justificación práctica del estudio,  se encuentra en modificar la 
situación de los operadores del derecho, consintiendo que la investigación favorezca en 
la aplicación adecuada de la prisión preventiva y no verse afectado por las decisiones de 
la presión mediática o medios de comunicación, que por hacer un show del momento, 
perjudican la labor de los operadores de justicia, al ponerlos en un estado de inestabilidad 
en la toma de sus decisiones, pues si la decisión afecta en cierta medida (indirectamente), 
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atacan al juez y poder judicial, aduciendo que sus decisiones no son justas o que no actúan 
de acuerdo a ley, ello hace saber que en el Perú y en gran parte del mundo la influencias 
de los medios informativos que dan o venden a la colectividad, hace que se afecte las 
decisiones de los órganos de justicia y provocando muchas veces atentados a los derechos 
de los individuos, en este caso al derecho a la libertad, bien preciado del hombre y que se 
encuentra en nuestra carta Magna (en su art. 24 inc. E). 
La hipótesis del estudio se centra en la siguiente expresión lógica condicional: la 
presión mediática ocasiona perjuicios al valorarse el principio de presunción de inocencia, 
al momento que el juez dicte la prisión preventiva en el delito de corrupción de 
funcionarios.   
El objetivo general que se pretende alcanzar es determinar el perjuicio que 
ocasiona la presión mediática, al principio de presunción de inocencia al dictar la prisión 
preventiva en el delito de corrupción de funcionarios en el departamento de La Libertad, 
en el año 2019; así como el cumplimiento de los objetivos específicos, que demandan 
poder alcanzar el fin del estudio es: determinar la prisión preventiva como medida 
excepcional y no como regla general (ultima ratio); examinar el principio de presunción 
de inocencia y el delito de corrupción de funcionarios en la legislación nacional.; y por 
último establecer si la presión mediática influye en la toma de decisiones de los órganos 














2.1. Tipo y diseño de investigación 
El tema de investigación es de tipo descriptivo; Tamayo (2015) considera que las 
 
El diseño utilizado es no experimental. Según Carrasco (2009): “[…] establece 
que estos diseños se utilizan para analizar y conocer las características, rasgos, 
propiedades y cualidades de un hecho o fenómeno de un hecho o fenómeno de la realidad 
de un momento determinado del tiempo” (p. 72). 
X Y Z
 
En donde:  
X: muestra mediante la cual se adquiere información. 
Y: información más relevante que adquirimos. 
Z: conclusiones arribadas tras la investigación. 
 
Así mismo Domínguez (2015), establece que: “[…] en lo concerniente a la 
investigación no experimental se pueden ver los fenómenos como se dan en su contexto 
natural, para luego ser analizados. Se ven contextos ya existentes en que la variable 
dependiente ocurre y no se tiene control sobre ella” (p. 54). 
 
2.2. Operacionalización de variables 
Las variables, para Behar (2008); son definidas como cuestiones que pueden ser 
analizadas entre el conjunto de investigadores y las personas que conocen del tema. La 
asignación del término variable representa el análisis de las características, sus aspectos, 
las propiedades, sus dimensiones que componen la variable y a su vez los indicadores que 
son componentes de las dimensiones, los cuales pueden asumir distintos valores. Con la 
II. MÉTODO 
investigaciones, el autor nos dice con respecto a dicho tipo de investigación, que son un 
gran avance y contribuyen a un importante campo del conocimiento, en donde se acerca 
al objeto de estudio, conociendo su contexto teórico y analizando la funcionalidad en 
cuanto al tema de sus teorías que sustentan el tema; así como también posibilita conocer 
desde un primer acercamiento las perspectivas de quienes conocen o dicen conocer del 
tema; es la antesala de trabajos de mayor profundidad. 
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finalidad de poder operativizar las variables se han precisado su valor, mediante el uso de 
conceptos directos capaces de poder argumentar una definición de carácter nominal, real 
y operativo. 
VARIABLE INDEPENDIENTE: Análisis de la Prisión Preventiva. 
Entendida como una medida cautelar o medida excepcionalísima, más no como 
una sanción, pena, todo lo contrario, sirven para asegurar al imputado en un proceso y 
que este no haga un mal uso de su libertad, atendiendo a la aplicación del artículo 268 del 
nuevo código procesal penal. 
VARIABLE DEPENDIENTE: Presunción de Inocencia. 
Es un derecho constitucional, en la cual toda persona es inocente de un delito o 
ilícito penal, hasta que se le demuestre lo contrario (art. 24 inc. E), valor fundamental de 
la persona, la cual no tiene privarse de su libertad y debe de ser juzgado y obtener el juicio 
correspondiente que demuestre su culpabilidad. 
VARIABLE DEPENDIENTE: Delito de Corrupción de Funcionarios. 
Es un fenómeno fuertemente arraigado en la actualidad, donde el bien jurídico 
protegido es el funcionamiento de la administración pública y donde dicha persona, donde 
la persona que es un funcionario público, en merito a sus funciones, abusa de la misma 
arbitrariamente, valiéndose de un provecho, tanto para él, como para un tercero, ello 
explicando de manera muy generalizada. Encontramos tal delito, en el Capítulo II, 










Tabla 1. Operacionalización de las variables 
VARIABLE DIMENSIÓN TÉCNICA 
V.I. 
Análisis de la 
Prisión 
Preventiva 
 Se podrá cumplir dichos presupuestos en 
Nuestra Legislación Peruana. 
 Competencia en el desempeño de las 
funciones de los jueces. 
 El grado de participación de los jueces al 











 Vulneración a los Derechos de la libertad 
a la persona. 
 Problemas del sistema judicial. 
 Incumplimiento de la ley peruana. 
 Realidad Peruana de la Corrupción de 
Funcionarios. 
Fuente: Elaborado por José Luis Carrasco Becerra. 
2.3. Población, muestra y muestreo 
Se trabajará con los jueces y fiscales de la actualidad, los cuales a la fecha vienen 
desempeñándose en el campo del sistema penal y procesal penal, teniendo un mejor 
análisis del tema desarrollado. Se tomará como muestra 14 operadores del derecho (jueces 
y fiscales), los cuales servirán para analizar los presupuestos del estudio de mi 
investigación. 
GRUPO COMPRENDIDO 
CANTIDAD DE ENCUESTAS POR 
GRUPO COMPRENDIDO 
Jueces y Fiscales 14 unidades de entrevista 
Fuente: Elaborado por José Luis Carrasco Becerra. 
2.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y confiabilidad 
Para Bernal (2010), establece que: “[…] nos explica que existe una gran cantidad 
de campo sobre los métodos de investigación, donde hay una gran diversidad de 
procedimientos o dispositivos de recopilación de noticias en el trabajo de investigación 
de cierto tema. Esto es de acuerdo con el método y el tipo de investigación que se va a 
efectuar, aquí se usan unas u otras técnicas”.  (p.192). 
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Así mismo Bernal (2010), define al análisis documental como: “[…] ellos son 
técnicas de fichas bibliográficas que tiene el material impreso en ellas y donde se utiliza 
en el marco teórico del estudio de investigación. Se utilizas en la fabricación del marco 
teórico del estudio. Ahora, teniendo en cuenta como sugerencia es qué, si se quiere una 
investigación de calidad, se tiene que utilizar dos o más técnicas de recolección de 
información, para contrastar y hacer la complementación de los datos” (p. 194). 
Para Straus y Corbin, (2002): define como el: “… proceso de documentación 
revisada en el tema de investigación, la cual está orientada a la obtención, consulta, 
detección y extracción de información para la estructuración de las bases teóricas de la 
investigación de una fuente de consulta”.  (p. 87). 
El instrumento fue diseñado por el investigador del presente proyecto de tesis, de 
acuerdo a lo establecido en los lineamientos, por la operacionalización de variables y 
tomando como punto de partida el examen que se ha realizado en el proceso mismo del 
desarrollo del estudio; es por este motivo que se diseñó y se aplicara una encuesta dirigida 
a los operadores del derecho.  
La validación consta de un documento denominado, constancia de validación; es 
el cual inicia con los datos del especialista, después plantea la guía de pautas y el 
cuestionario, los que se dividen en nueve ámbitos, primero la claridad, segundo la 
objetividad, tercero la actualidad, cuarto la organización, quinto la suficiencia, sexto la 
intencionalidad, sétimo la consistencia, octavo la coherencia y noveno la metodología. 
Posteriormente el especialista realiza las observaciones pertinentes, formula las 
apreciaciones, donde los divide en cinco niveles: deficiente, aceptable, bueno, muy bueno 
y excelente. Finalmente sigue firmar la constancia en señal de culminación del proceso.  
2.5. Procedimiento 
El procedimiento que se ha desarrollado en el presente estudio fue primero la 
recopilación de fuentes de información haciendo uso de técnicas como el análisis 
documental, permitiendo el acopio de información; esto sirvió de base para tener una 
perspectiva muy detallada del tema. Una vez procesada teóricamente la información y 
comprendiendo en mayor detalle el problema, se procedió a la edificación de los 
materiales de recolección de datos; los cuales fueron observados por profesionales 
especialistas en el tema. Dichos instrumentos fueron aplicados a los profesionales del 
derecho que trabajan en el poder judicial en la rama civil. Los resultados de dichos 
instrumentos fueron procesados estadísticamente, elaborando tablas y gráficos que 
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sintetizan la información recopilada. Posteriormente se discutieron dichos datos a la luz 
de las teorías recopiladas. Para finalmente llegar a construir las conclusiones y 
recomendaciones del tema. 
2.6. Método de análisis de datos 
Para Cisterna (2005) establece que: “[…] el método hermenéutico es la acción de 
reunir y hacer un cruce dialectico de la información objeto de estudio, que surge de una 
investigación por medios de instrumentos correspondientes y que por esencia constituye 
el cuerpo del resultado de la investigación”.  (p. 70).  
Así mismo Cisterna (2005) precisa tres pasos: “[…] en primer lugar es seleccionar 
la información que permite distinguir lo que es útil de aquello que no lo es; después es la 
triangulación del marco teórico, como una acción de revisión y discusión reflexiva de la 
literatura especializada, actualizada y pertinente sobre la temática abordada. En último 
lugar se encuentra la interpretación de la información que constituye en sí misma el 
momento hermenéutico propiamente tal y por ello es instancia desde la cual construye 
conocimiento nuevo de este paradigma”.  (p. 103). 
2.7. Aspectos éticos 
Se van a utilizar los siguientes criterios:  
Conocimiento y asentimiento: es que al participante se le informa de todo acerca 
de los ítems y criterios aplicados en la investigación, para ello se suscriben con su firma 
en una hoja su asentimiento.  
Riesgo: El presente proyecto de investigación se ha realizado en base al análisis 
de un hecho real en donde no hay intervención del participante por ende no existe riesgo 











En el siguiente apartado se presentan los resultados del cuestionario aplicado a 
operadores de justica (jueces y fiscales). La primera pregunta que se les formulo a los 
encuestados fue: ¿En la aplicación de la prisión preventiva, el derecho a la presunción de 
inocencia pierde la calidad de ser una garantía procesal a favor del imputado? 
Respondiendo el 50% de encuestados que sí y el 50% que no; tal como se aprecia en los 
resultados. 
  Lo cual señala que existe un marco de porcentaje medio, pues los operadores a los 
cuales entreviste, no tienen o no quieren dar un concepto legal o social amplio que ayude 
a tener un mejor alcance de ambas normas jurídicas, pues existe un tema de no 
comprometerse en el tema social, más que jurídico en donde se aprecia mediante el 
gráfico que los operadores a los que entreviste son jueces y fiscales y donde tales 
magistrados no quieren explicar mejor un tema de ardua e importante trascendencia como 
lo es hoy en día el tema de la prisión preventiva y su atentado con el derecho a la 
presunción de inocencia, principio que protege la libertad de la persona, bien sagrado de 
todo ser humano y que si se vulnera o viola su esencia, tiene que protegerla respetando 
su derecho y todo acto debe de seguir el debido proceso, para inculpar a una persona de 
un delito.  
Tabla 2. ¿En la aplicación de la prisión preventiva, el derecho a la presunción de inocencia 
pierde la calidad de ser una garantía procesal a favor del imputado? 
Total 14 100% 








RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
NO 7 50% 
SI 7 50% 
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Grafico 1. ¿En la aplicación de la prisión preventiva, el derecho a la presunción de 
inocencia pierde la calidad de ser una garantía procesal a favor del imputado? 
 
 
Fuente: Elaborado por José Luis Carrasco Becerra 
Otra de las preguntas formuladas a los encuestados fue: ¿El derecho fundamental 
a la presunción de inocencia, pierde la calidad de la misma ante los delitos de corrupción 
de funcionarios, por los jueces al emitir sus resoluciones en medidas cautelares como la 
prisión preventiva? Tenemos como resultando que el 50% respondió que sí y el 50% 
respondió que sí; tal como se aprecia en los resultados. 
Tabla 3. ¿El derecho fundamental a la presunción de inocencia, pierde la calidad de la 
misma ante los delitos de corrupción de funcionarios, por los jueces al emitir sus 
resoluciones en medidas cautelares como la prisión preventiva? 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
NO 7 50% 
SI 7 50% 
Total 14 100% 








Grafico 2. ¿El derecho fundamental a la presunción de inocencia, pierde la calidad de la 
misma ante los delitos de corrupción de funcionarios, por los jueces al emitir sus 
resoluciones en medidas cautelares como la prisión preventiva? 
 
 
Fuente: Elaborado por José Luis Carrasco Becerra 
Existe también un tema de análisis por parte de los operadores de justicia, un tanto 
reservada, pues explicar o hablar sobre la pérdida del principio de presunción de inocencia 
en delitos que hoy en día son de relevancia social, como es el delito de corrupción de 
funcionarios y donde podemos observar mediante los medios de comunicación que 
vulneran o llegan a tener un rol en la toma de decisiones judiciales, por parte de los jueces, 
dado que ellos pueden privar a una persona de su derecho a la libertad, atentándola en la 
resoluciones que toman ellos y que no siempre cumplen los requisitos indispensables para 
dar la prisión preventiva. Caso similar ocurre con los fiscales, pues analizamos que ellos 
solicitan la prisión preventiva por cualquier delito y más aún por las mencionadas líneas 
arriba y haciendo que sí se vulnere su derecho y también lo hacen por la presión mediática 
que pueden llegar a tener los medios de comunicación u otros grupos sociales que ante el 
pedido de su caso, hacen que siempre se pierda la calidad del derecho y se vea más con 
un ánimo sentimentalista y ello no hace que se tenga un correcto desempeño del derecho. 
Del mismo modo se hizo la interrogante: ¿Ante una situación como la prisión preventiva, 
la presión mediática influye en la toma de decisiones de los fiscales y los jueces, donde 





considera que la primera debe prevalecer? De las respuestas tenemos que el 43% 
respondió que no y el 57% respondió que sí; tal como se aprecia en los resultados. 
Tabla 4. ¿Ante una situación como la prisión preventiva, la presión mediática influye en 
la toma de decisiones de los fiscales y los jueces, donde existen conflictos de derechos 
como la presunción de inocencia y el derecho a la justicia, consideran que la primera debe 
prevalecer? 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
NO 6 43% 
SI 8 57% 
Total 14 100% 
Fuente: Elaborado por José Luis Carrasco Becerra 
Gráfico 3. ¿Ante una situación como la prisión preventiva, la presión mediática influye 
en la toma de decisiones de los fiscales y los jueces, donde existen conflictos de derechos 
como la presunción de inocencia y el derecho a la justicia, consideran que la primera debe 
prevalecer? 
 
Fuente: Elaborado por José Luis Carrasco Becerra 
Mediante el análisis de mis encuestas y entrevistas dadas, se observa que sí existe 
un grupo, que apoya o si cree que la presión mediática influye en las decisiones de los 
operadores de justicia (jueces y fiscales), dado que sus decisiones o resoluciones no 
aplican correctamente los requisitos del artículo 268 del nuevo código procesal penal y 
ante un impacto de presión que provoca la sociedad, hace que se pida y se de la prisión 





la justicia (derecho al debido proceso), podemos considerar que se da un atentado a dicho 
principio y donde la ley no sigue correctamente el debido proceso para pedir la prisión 
preventiva, donde se tiene en cuenta que la presión mediática como expliqué  perjudica 
el derecho de las personas y el libre discernimiento para tener una mejor idea de que 
aplicar, si esa garantía procesal u otra, ya que el código señala otras garantías procesales 
para aplicarla a una persona y no darle siempre prisión preventiva y privarla de su libertad. 
Asimismo, se efectuó la interrogante: ¿El juez al emitir su auto de prisión 
preventiva, cumple con la justificación interna de las motivaciones como la coherencia 
narrativa y argumentación valida de sus premisas? De las respuestas se advierte que el 
29% respondió que no y el 71% respondió que sí; tal como se aprecia en los resultados. 
Tabla 5. ¿El juez al emitir su auto de prisión preventiva, cumple con la justificación 
interna de las motivaciones como la coherencia narrativa y argumentación valida de sus 
premisas? 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
NO 4 29% 
SI 10 71% 
Total 14 100% 
Fuente: Elaborado por José Luis Carrasco Becerra 
Gráfico 4. ¿El juez al emitir su auto de prisión preventiva, cumple con la justificación 
interna de las motivaciones como la coherencia narrativa y argumentación valida de sus 
premisas? 
 





En esa misma línea también se preguntó: ¿En la aplicación de la prisión preventiva 
se tutela el carácter excepcional de este tipo de medidas cautelares gravosos? Así tenemos 
que el 57% de los encuestados contestó que no y el 43% respondió que sí; tal como se 
aprecia en los resultados. 
Tabla 6. ¿En la aplicación de la prisión preventiva se tutela el carácter excepcional de este 
tipo de medidas cautelares gravosos?   
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
NO 8 57% 
SI 6 43% 
Total 14 100% 





En muchas ocasiones no se valora la condición y conducta del sujeto, sino que 
jueces y fiscales actúan bajo la presión de los medios de comunicación. Así también han 
existido situaciones en los que el juez otorga una presión sin cumplir los requisitos la 
cual, al ser materia de elevación a la instancia superior, se puede revocar, aquí vemos que 
es un grupo pequeño que cree que los jueces no cumplen con la aplicación de las 
motivaciones judiciales, ¿pero qué analizar aquí? Si como se ha venido explicando el 
estudio y análisis de mis encuestas se llega a que no siempre los jueces cumplen 
correctamente los requisitos de las garantías procesales, tomando así que no se cumple 
con la justificación de las motivaciones como coherencia narrativa y argumentación, 
porque por la presión mediática que se da, influye en sus decisiones. Otro grupo si cree 
que se da una aplicación coherente y argumentativa de las motivaciones, pues son ellos 
los magistrados del poder judicial que para no verse perjudicados por un análisis de las 
entrevistas, hacen que su trabajo sea correcto y adecuado a ley y al derecho, pero que 
sucede en nuestra realidad, un pequeño ejemplo se puede tener solo con observar las 
noticias y ver como los periodistas influyen o dan a relucir como los magistrados no 
cumplen o realizan correctamente su trabajo, que resaltando es HACER QUE SUS 
RESOLUCIONES SEAN MOTIVADAS, DE ACUERDO A LA COHERENCIA 
NARRATIVA Y ARGUMENTACIÓN, en el estudio de los premisas. 
22 
 
Gráfico 5. ¿En la aplicación de la prisión preventiva se tutela el carácter excepcional de 
este tipo de medidas cautelares gravosos?   
 
 
Fuente: Elaborado por José Luis Carrasco Becerra. 
Dado que sabemos que la prisión preventiva es de carácter excepcional, su 
aplicación hoy en día es de acuerdo a la eventualidad con que se da en los casos de 
corrupción de funcionarios. Su aplicación depende en gran medida de la no intervención 
de los medios de comunicación o presión mediática, ya que, si ellos no actúan, las 
decisiones de los magistrados no son alterados y su aplicación, sí se daría de manera 
excepcional. El ser un magistrado y tener consigo la responsabilidad de privar o no a una 
persona de su libertad, conlleva a tener un mejor juicio y no verse, ni sentirse perjudicado 
en las decisiones en el juicio y por derecho. Vemos que sí, si es una ayuda, pero como 
dije ayuda excepcional, más no un acto o conducta como la dice el maestro García Cavero, 
dado que se asegura la comparecencia y del imputado, dado que como medida de garantía 
procesal se aplica, pero no exagerando, siempre viendo que no se vulneren derechos del 
imputado y su principio de presunción de inocencia. 
En ese mismo sentido también se formuló la siguiente interrogante: ¿Con la 
privación de la libertad como es el caso de la prisión preventiva se garantiza la efectividad 
de la justicia penal? De lo contestado por los encuestados se tiene que el 86% respondió 







Tabla 7. ¿Con la privación de la libertad como es el caso de la prisión preventiva se 
garantiza la efectividad de la justicia penal?   
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
NO 12 86% 
SI 2 14% 
Total 14 100% 
Fuente: Elaborado por José Luis Carrasco Becerra 
Gráfico 6. ¿Con la privación de la libertad como es el caso de la prisión preventiva se 
garantiza la efectividad de la justicia penal? 
 
Fuente: Elaborado por José Luis Carrasco Becerra 
Esta medida puede generar mayor encarcelamiento en los penales, por lo que los 
jueces y fiscales deben de evaluar de recurrir a otras medidas, según el tipo de delito y la 
conducción del sujeto. En parte sí, sin embargo, la diaria y continua concesión de esta 
medida puede generar un mayor hacinamiento en los penales, por lo que considera que 
jueces y fiscales deberían de evaluar también la posibilidad de recurrir a otras medidas 
dependiendo de la condición del sujeto y delito cometido. Adentrémonos a lo que es 
garantizar la efectividad de la justicia penal; pues teniendo en cuenta que si lo vemos de 
un modo de ayuda SÍ, pero no se exagere en esa medida, el código lo señala como 
MEDIDA EXCEPCIONAL, o sea en casos que realmente lo fuesen, siempre y cuando 
no exista la intervención de la presión mediática, que hace que se tome un análisis ya no 





su vulneración hace que se le prive de tal y con esto no se atente con el debido proceso 
garantía procesal que ayuda a tener un trabajo del derecho, tanto en bienestar de la justicia 
y del imputado .  
En ese mismo sentido también se formuló la siguiente interrogante: ¿Actualmente 
se está desnaturalizando la prisión preventiva, esto en la medida que se ha convertido en 
una regla y dejado de ser una excepción? A lo cual tenemos que el 21% respondió que no 
y el 79% respondió que sí; tal como se aprecia en los resultados. 
Tabla 8. ¿Actualmente se está desnaturalizando la prisión preventiva, esto en la medida 
que se ha convertido en una regla y dejado de ser una excepción? 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
NO 3 21% 
SI 11 79% 
Total 14 100% 
Fuente: Elaborado por José Luis Carrasco Becerra 
Gráfico 7. ¿Actualmente se está desnaturalizando la prisión preventiva, esto en la medida 
que se ha convertido en una regla y dejado de ser una excepción? 
 
Fuente: Elaborado por José Luis Carrasco Becerra. 
Puesto que también se puede solicitar otro tipo de medidas, teniendo que ser 
necesario una evaluación de las condiciones del sujeto y del delito. Dado este criterio, se 
ha dado el acuerdo plenario 01-2019, en donde se plantean nuevos criterios, los cuales 






prisión preventiva hoy por hoy se da para cualquier tipo de delitos, ya sean gravosos o 
no, por la misma presión de los medios de comunicación. Muchos creen que si lo es, dado 
que siendo una medida excepcional, plasmada en nuestro procesal penal lo plantea así, 
pero ahora se da correctamente en nuestra actualidad, no se influye por la presión 
mediática, haciendo peor el resultado de las resoluciones de los jueces y lo que piden los 
fiscales, teniendo en cuenta que ambos son los principales partícipes de la prisión 
preventiva, haciendo que se dé como regla para todos los delitos sean graves o no, de 
manera desmedida y no emplearla correctamente, tanto para respetar el derecho del 
imputado y ayudar a la efectividad judicial en sus diferentes modalidades. 
Finalmente se realizó la pregunta: ¿Tiene alguna opinión adicional sobre el 
presente tema? De los encuestados tenemos que el 93% contesto que no y el 7% contesto 
que sí; tal como se aprecia en los resultados. 
Tabla 9. ¿Tiene alguna opinión adicional sobre el presente tema? 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
NO 13 93% 
SI 1 7% 
Total 14 100% 
Fuente: Elaborado por José Luis Carrasco Becerra. 
Gráfico 8. ¿Tiene alguna opinión adicional sobre el presente tema? 
 
 





Que actualmente resulta imperativo para jueces y fiscales, el requerir y otorgar 
respectivamente la prisión preventiva, esto con el ánimo de calmar a la población, quien 
tiene una idea errada y desconoce muchas veces del manejo de la justicia y ven 

































En el siguiente apartado se discuten cada uno de los objetivos propuestos: 
Objetivo específico 1. Determinar la prisión preventiva como medida excepcional y 
no como regla general (ultima ratio). 
En el programa: “LO QUE USTED DEBE SABER SOBRE EL NUEVO 
CÓDIGO PROCESAL PENAL EN EL PERÚ” el 22 de junio del 2019, aquí entrevistaron 
al dr. Cesar San Martin Castro, nos explica sobre la modalidad de la prisión preventiva, 
que es una medida excepcional dada en el código procesal penal y que tiene su base en el 
artículo 268 del mencionado cuerpo legal, ahora bien, el dr. San Martin Castro señalaba 
que siendo una medida excepcional se debe de usar para casos concretos y eventuales, 
más no que se dé como regla general para cualquier tipo de delito, siendo así la causa 
fundamental de que hoy en día los jueces no puedan aplicarla correctamente, pero siempre 
respetando el derecho de la persona, como es el derecho a la presunción de inocencia y él 
manifiesta que: “una persona que esta presa o encarcelada preventivamente, siempre es 
inocente hasta que se le demuestre lo contrario, tomando las palabras del dr. San Martin 
y teniendo en cuenta las encuestas realizadas se da la aplicación de la prisión preventiva 
es desmedida y exagerada y que no siempre se tiene que dar para todos los casos, tales 
como los plantea el fiscal, ahora, teniendo en cuenta que el delito de corrupción de 
funcionarios es un delito, valga la redundancia de envergadura político – social grave en 
nuestra actualidad y que por lo tanto se tiene que tener mayor cuidado con las 
investigaciones del delito mencionado, pero aun sabiendo que sea un delito de repercusión 
social se debe de primar el principio de presunción de inocencia y por lo mismo su 
derecho a la libertad. 
Ahora, se ve que, en nuestro país, según fuentes oficiales, el delito más común 
entre los presos sin condena es el delito contra el patrimonio en la modalidad de robo 
agravado, con 29.24%. En segundo lugar, se encuentra el Tráfico Ilícito de Drogas (TID) 
con 24.78% y posteriormente los delitos contra la libertad sexual con un 9.96%. Y hay 
un 83.4 % en cuanto a la prisión preventiva en el departamento de La Libertad. Siendo 
una medida exagerada a la hora de plantear y dar una prisión preventiva. El día 19 de 
septiembre de este año, el dr. Cesar San Martin Castro da otra entrevista hablando del 
acuerdo plenario 1-2019/CIJ-116 y donde señala: que el presupuesto o condición sine qua 





siendo este un dato necesario, pero no suficiente, dejando en claro también el principio 
de presunción de inocencia. 
Objetivo específico 2. Examinar el principio de presunción de inocencia y el delito 
de corrupción de funcionarios en la legislación nacional. 
Para efectos de llevar a cabo una investigación se aborda minuciosamente uno de 
estos principios procesales, el cual, vale decir, es considerado además como un derecho, 
incluso como una garantía de la administración de justicia o de la función jurisdiccional, 
el cual permite que se desarrolle un debido proceso penal; nos referimos pues al Principio 
de Inocencia, el cual rige en nuestra constitución en el artículo 2, inc. 24, letra e) “Toda 
persona tiene derecho, a la libertad y seguridad personales. En consecuencia, toda persona 
es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su responsabilidad”. 
Esto significa que cada persona se debe conducir en la vida en calidad de inocente, a salvo 
de todo el Ius Puniendi que ostenta el Estado, el cual sólo actuaría dicha facultad 
sancionadora cuando se pruebe y declare conforme a ley la responsabilidad penal; esto 
con el objetivo de lograr cada vez en mayor medida, un perfeccionamiento del debido 
proceso penal, con menos errores al condenar, con mayor eficacia al momento de purgar 
a la sociedad de todo infractor. Acción que detalla el derecho a la libertad de la persona 
inculpada en un delito, donde podemos señalar que uno no puede a una persona con 
criterios abstractos o con presunciones que sean muy genéricas, amplias o gaseosas para 
preservar el valor inherente de la persona y donde se observe que dicha persona no sea 
merecedora de tratos fuertes que vayan en contra del derecho. 
En su sentencia expedida el 21 de junio de 2019, la jueza Nayko Techy Coronado 
Salazar, titular del Primer Juzgado Nacional Unipersonal Especializado en Delitos de 
Corrupción de Funcionarios de la Corte Superior Especializada en Delitos de 
Criminalidad Organizada y de Corrupción de Funcionarios señala: en su fallo, la 
magistrada señaló que las responsabilidades penal y civil poseen una naturaleza jurídica 
distinta, tal como lo ha establecido la Casación N° 657-2014-Cusco, en su fundamento 
décimo primero: "(...) No obstante, resulta ineludible precisar que la responsabilidad 
penal y civil posee una naturaleza jurídica diferente, pese a tener un presupuesto común 
que ocasiona la violación de un bien jurídico, el mismo que normativamente infringe 
una norma penal y fácticamente ocasiona un daño o la víctima y/o perjudicado. De 
esta manera, resulta prudente señalar que no toda responsabilidad penal genera una 
responsabilidad civil y viceversa por lo que es necesario que en el caso concreto se 
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analicen las responsabilidades -penales y civiles- que concurren en el acto ilícito del 
agente justiciable": la afectación a la institución o entidad vinculada a la conducta dañina, 
el impacto nocivo de alcance social, el efecto de la no credibilidad de los ciudadanos en 
sus autoridades públicas, la afectación al fortalecimiento de la institucionalidad en el país, 
el grado de vulneración a la sostenibilidad del desarrollo económico del país como 
producto de actos de corrupción, el grado de incidencia negativa al compromiso por la 
función pública.  
Objetivo específico 3. Establecer si la presión mediática influye en la toma de 
decisiones de los órganos de justicia al dictar la prisión preventiva, no respetando el 
principio de presunción de inocencia. 
Tocar el tema de la presión mediática, como influencia en la toma de decisiones 
de los órganos de justicia, resulta hoy por hoy no descabellado, ni fuera de línea, pues 
como sabemos, observamos en los medios de comunicación como plantean sus notas 
periodísticas, haciendo que la población maneje una idea y dicha idea sea de repercusión 
social sino les conviene a ciertos grupos sociales, los cuales ven sus intereses por encima 
de los demás y peor aún de la justicia y del derecho. Es por ese motivo que los medios de 
comunicación se han convertido en voceros de sus amos y dejaron de ser portavoces o 
voceros de la comunidad. Su poder o hegemonía radica en el relato de quien le es 
beneficioso o quien le conviene y ante eso, ellos provocan gran influencia en la sociedad, 
así llegando a tomar incidencia en las decisiones de los magistrados. Los periodistas o los 
medios de comunicación, expresan su línea de acción a la hora de abordar sus intereses 
en interiorizar inhibiciones y las manifiesta en la forma en como aborda sus intereses. 
Ahora en cuanto al tema de como la presión mediática o medios de comunicación pueden 
hacer que una persona pierda su libertad, preciado derecho y mediante sus líneas 
periodísticas o sus acciones frente a la sociedad hacen que se violen dichos derechos y 
todo apunta sus intereses, en cuanto a los delitos de corrupción de funcionarios, mucho 
aquí tiene que ver con el tema político y como su función de ellos (funcionarios) hacen 
en contra de la administración del estado, pero no siempre son culpables, por ello mi tema 
en específico, es de cuidar el bien de la libertad, es ahí de donde proviene el derecho a la 







1. A mi opinión, el principal problema a abordar es tener en claro, que la prisión 
preventiva es una medida de garantía procesal excepcional y que su aplicación se 
tiene que dar de acuerdo a los requisitos del artículo 268 del NCPP, y también 
debemos de analizar el acurdo plenario 01-2019/CIJ – 116, en cuanto como lo 
señalo el dr. Cesar San Martin Castro se tienen que dar siempre, es de obligatorio 
cumplimiento de los jueces y que su presupuesto sea sospecha grave o vehemente, 
siendo un dato necesario, pero no suficiente, pues se tienen que tomar los otros 
requisitos de la prisión preventiva, para su correcta aplicación. 
2. En el estado peruano se tiene cuidar mucho el principio de presunción de 
inocencia, principio base del derecho penal y de fuente de la constitución, donde 
señala la carta magna como protección a ella, ahora bien, si el acuerdo plenario 
dice que se debe plantear sí o si la prisión preventiva, se tiene que cuidar también 
el derecho de que toda persona es libre hasta que se demuestre lo contrario. Y 
tener también cuidado en lo ya señalado líneas arriba, con el delito de corrupción 
de funcionarios, de acuerdo a la sentencia dada por la jueza Nayko Coronado 
Salazar, donde da 6 requisitos para tener en cuenta y tomarlos porque no como 
base para analizar dicho delito a la hora de plantear la prisión preventiva. 
3. La presión mediática es un tema bastante controvertido, pues sí se da en nuestra 
actualidad casos de que por presión, detienen a una persona y se le priva de su 
libertad, ahora ellos lo plantean como un adelanto de sentencia y no como regla 
de excepción en donde como otras garantías procesales que existen en nuestro 
código procesal penal, se deberían de plantear, es por ello que se señala que en 
cuanto a ello (medios de comunicación), buscan más sus intereses o intereses de 
otras persona que sus líneas de información son en base a conductas que ellos dan 
a la comunidad y pones así muchas veces a la sociedad en contra de la justicia, y 
como caso grave hacer que se pierda el derecho a la libertad de la persona. Así 
pues, ellos pueden influenciar en las decisiones, tanto de jueces como fiscales en 
cuanto a sus resoluciones de pedido y de dar la prisión preventiva, siendo que 








1. A mi opinión, se recomendaría analizar a mayor profundidad el tema de prisión 
preventiva, dado que por lo establecido como condición sine qua non, se tiene 
como una acción que se aplicará por todos los jueces, claro, valorando sus 
requisitos de acuerdo al artículo 268 del NCPP, y teniendo como base 
fundamental la condición sospechosa o vehemente, para evitar el conflicto con el 
principio de presunción de inocencia. 
2. Ver el tema de la presunción de inocencia, se debe se tener un mejor análisis de 
cómo se plantearla, para evitar el perjuicio a ese principio fundamental y que 
exista un conflicto en cuanto a la acción de la prisión preventiva y el respeto al 
derecho a la libertad. Ya que se ha dado una sentencia que explicará mejor el tema 
del delito de corrupción de funcionarios, aquí sería recomendable, hacer un 
acuerdo plenario para determinar correctamente este delito de relevancia jurídico, 
social y político en nuestra comunidad. 
3. Se debería proteger más a los magistrados, que quiero decir con ello, de que las 
decisiones que tomen las respeten, si hay un asunto de mucha controversia, las 
principales cabezas de los órganos de justicia, deberían salir a apoyar, pero 
siempre supervisándolos para que no comentan acciones excesivas en cuanto a 
sus decisiones, pero no dejándose influenciar por los medios de comunicación o 
la presión mediática que hacen que no se respete la ley y no se cumpla 
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MATRIZ DE CONSISTENCIA LÓGICA 
Tabla 10. Matriz de consistencia lógica 









momento que el 
juez dicte la 
prisión 





La presión mediática 
ocasiona perjuicios 




momento que el juez 
dicte la prisión 
preventiva en los 
delitos de corrupción 
de funcionarios. 
 
OBJETIVO GENERAL:  
Determinar el perjuicio que ocasiona la presión mediática, al 
principio de presunción de inocencia al dictar la prisión 
preventiva en el delito de corrupción de funcionarios, en el 
departamento de La Libertad, en el año 2019. 
 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS: 
Determinar la prisión preventiva como medida excepcional y 
no como regla general (ultima ratio). 
Examinar el principio de presunción de inocencia y el delito 
de corrupción de funcionarios en la legislación nacional. 
Establecer si la presión mediática influye en la toma de 
decisiones de los órganos de justicia, al dictar la prisión 









Y: Presunción de 
Inocencia. 




Fuente: Elaborado por José Luis Carrasco Becerra.  
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MATRIZ DE CONSISTENCIA METODOLÓGICA 
Tabla 11. Matriz de consistencia metodológica 

































Diseño No Experimental 
14 Entrevistas 


























Instrumentos de recolección de datos 
1. ¿En la aplicación de la prisión preventiva, el derecho a la presunción de inocencia 
pierde la calidad de ser una garantía procesal a favor del imputado? 
 Si 
 No 





2. ¿El derecho fundamental a la presunción de inocencia, pierde la calidad de la 
misma ante los delitos de corrupción de funcionarios, por los jueces al emitir sus 
resoluciones en medidas cautelares como la prisión preventiva? 
 Si 
 No 





3. ¿Ante una situación como la prisión preventiva, la presión mediática influye en la 
toma de decisiones de los fiscales y los jueces, donde existen conflictos de 
derechos como la presunción de inocencia y el derecho a la justicia, considera que 












4. ¿El juez al emitir su auto de prisión preventiva, cumple con la justificación interna 









5. ¿En la aplicación de la prisión preventiva se tutela el carácter excepcional de este 








6. ¿Con la privación de la libertad como es el caso de la prisión preventiva se 








7. ¿Actualmente se está desnaturalizando la prisión preventiva, esto en la medida 










8. ¿Tiene alguna opinión adicional sobre el presente tema? 
 Si 
 No 
¿Por qué? 
______________________________________________________________________ 
______________________________________________________________________ 
______________________________________________________________________ 
______________________________________________________________________ 
¡¡¡Muchas gracias!!! 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
